ACCIÓN DE TUTELA. SEGUNDA INSTANCIA 

RADICACIÓN: 660013187002-2004-137-00

          ACCIONANTE:    RUBÉN DARÍO CABALLERO 


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, marzo primero de dos mil cinco 

Aprobado por acta No. 079

       Hora: 5 pm

Procede la Sala a la a desatar la impugnación propuesta por la EPS Salud Total contra la sentencia de tutela proferida por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día doce (12) de enero de 2004, dentro del trámite promovido por el señor RUBÉN DARÍO CABALLERO.  

1.- SOLICITUD 

Narró el accionante que se desempeñaba como trabajador de la construcción y que se encontraba afiliado a la Administradora de Riesgos Profesionales del Instituto de los Seguros Sociales y a la EPS Salud Total.

Un día, estando en plenas labores, sufrió una caída que le acarreó pérdida momentánea de la conciencia y un dolor fuerte en la parte abdominal y en la columna vertebral. Todo esto conllevó a que quedara imposibilitado para laborar. 

En estos momentos ni la ARP ni la EPS lo han atendido, pues cada entidad considera que la otra es la responsable del asunto. No está recibiendo ningún tipo de protección y por ello reclama de la judicatura el amparo pertinente de sus derechos de petición, a la vida, a la integridad, a la igualdad, a la seguridad social y a la salud.  

2.- SENTENCIA 

Rechazó el a quo el hecho de permanecer el afectado al vaivén de las entidades accionadas sin que ninguna se haga cargo de su caso. Esta conducta vulnera el mínimo vital. 

El accionante de ninguna manera puede quedar olvidado a su suerte, pues está incapacitado y esa circunstancia lo hace merecedor del período de protección consagrado en el decreto 1295 de 1994 y la ley 776 de 2002. 

Concluyó que debe ser la EPS Salud Total la encargada de continuar el tratamiento en salud sin perjuicio de repetir contra la ARP del ISS (cita el contenido de la sentencia T-204 de 2000). 

3.- IMPUGNACIÓN

Acude el Gerente de Salud Total para manifestar:

· Al accionante se le brindaron todos servicios hasta cuando estuvo vinculado a la entidad.

· La ARP es la única encargada de garantizar los servicios médicos y de rehabilitación del accionante, pues éste sufrió una caída en el momento en que laboraba como oficial de construcción.  

· La ley 776 estableció la prescripción de las prestaciones diferentes de las mesadas pensionales en un tiempo de un año, luego, en este momento, las prestaciones del señor CABALLERO no han prescrito, por lo que debe acudir ante la ARP. 

· Como el Juez lo que hizo fue inaplicar la normatividad vigente para que fuera la EPS la llamada a cumplir, debió ordenar el reembolso total por parte de la ARP de lo que tuviera que asumir. 

· Como punto al margen, alega que actualmente el actor está vinculado al Sistema General de Seguridad Social como trabajador al servicio del señor Ricardo Rivera Latorre a partir del 12 de enero de 2005, lo que se contradice con su declaración rendida bajo juramento cuando afirmó que estaba imposibilitado para laborar. Esto puede constituir un fraude al sistema. 

4.- SE CONSIDERA
No es aceptable que la judicatura en esta instancia constitucional determine si en verdad el problema físico que le asiste al actor surgió por un accidente de trabajo o por un accidente común. La polémica está sentada y para solucionarse deberán agotarse los trámites legales y científicos que sean necesarios. 

Revisando cuidadosamente lo que ha sido materia de amparo, la Sala, retomando un pronunciamiento anterior donde también actuó como accionada la EPS Salud Total,
 considera que la decisión de primera instancia debe confirmarse íntegramente, por las siguientes razones:  

1. Porque de manera lógica el artículo 5 del decreto 1295 de 1994
, estableció que deben ser las EPS las que deben acudir a prestar los servicios de salud en tratándose de riesgos profesionales. Obviamente sin perjuicio de los recobros pertinentes a las ARP.

2. Porque sin lugar a dudas las Entidades Promotoras de Salud tienen en sus manos todas las herramientas de atención que las Administradoras de Riesgos Profesionales no poseen, en la medida que las primeras tienen clínicas, centros de atención básica, médicos adscritos y especialistas avanzados. Las segundas en cambio, tienen funciones más administrativas que técnicas, las atenciones de sus afiliados las asumen por interpuestas instituciones. 

En ese orden, es muy claro que debe ser la EPS Salud Total la llamada a cumplir, habida cuenta que el señor RUBÉN DARÍO CABALLERO no puede quedar desamparado y sujeto a su suerte. 

Ahora, no puede la Sala, ni ordenar a la ARP que desembolse un dinero que no se sabe si en verdad debe sufragar, ni ordenarle que preste un servicio determinado. Deben ser los profesionales especializados o los jueces -en el caso extremo- los que finiquiten la divergencia. 

Las controversias referidas a un posible fraude, deben ser materia de dilucidación posteriormente y de manera administrativa. De todas maneras, la EPS Salud Total debe brindar todos los tratamientos ordenados en primera instancia hasta el momento en que se dirima la controversia con la ARP o se demuestre con total claridad la existencia de la otra EPS aludida, caso en el cual deberá la EPS Salud Total esperar a que el actor goce de una cobertura plena en la nueva entidad. Todo esto porque al fin y al cabo la molestia física se estructuró bajo la vigencia de la relación contractual con dicha entidad. 

5.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela que ha sido objeto de revisión. 

SEGUNDO: SE REMITIRÁ el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      


VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
� Tribunal Superior de Pereira, Sala de Decisión Penal. Sentencia de septiembre 20 de 2004. M.P. Jorge Arturo Castaño Duque. Radicación: 660013104001-2004-00194-01. 


� Artículo 5º. Prestaciones asistenciales.


Todo trabajador que sufra un accidente de trabajo o una enfermedad profesional tendrá derecho, según sea el caso, a:


a) Asistencia médica, quirúrgica, terapéutica y farmacéutica;


b) Servicios de hospitalización;


c) Servicio odontológico;


d) Suministro de medicamentos;


e) Servicios auxiliares de diagnóstico y tratamiento;


f) Prótesis y órtesis, su reparación, y su reposición solo en casos de deterioro o desadaptación, cuando a criterio de rehabilitación se recomiende;


g) Rehabilitaciones física y profesional;


h) Gastos de traslado, en condiciones normales, que sean necesarios para la prestación de estos servicios.


Los servicios de salud que demande el afiliado, derivados del accidente de trabajo o la enfermedad profesional, serán prestados a través de la Entidad Promotora de Salud a la cual se encuentre afiliado en el Sistema General de Seguridad Social en Salud, salvo los tratamientos de rehabilitación profesional y los servicios de medicina ocupacional que podrán ser prestados por las entidades administradoras de riesgos profesionales (...). (se resalta).
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